
Oficio N° 58
INFORME PROYECTO LEY 11-2005
Antecedente: Boletín N° 3815-07
Santiago, 3 de mayo de 2005

Por Oficio N° 5456, de 22 de marzo de
2005, el Presidente de la H. Cámara de Diputados, en conformidad con I
dispuesto en el artículo 16 de la ley N° 18.918, ha recabado la opinión de
esta  Corte,  respecto  del  proyecto  de  ley  que  establece  medidas  en
contra de Ia discriminación, correspondiente al Boletín N° 3.815-07.

Impuesto el Tribunal Pleno sobre el proyecto señalado en sesión del día
27  de  Abril  pasado,  presidida  por  e  subrogante  don  Hernán  Álvarez
García  y  con  la  asistencia  de  los  Ministros  señores  Eleodoro  Ortiz
Sepúlveda, José Benquis Camhi, Enrique Tapia Witting, Ricardo Gálvez
Blanco, Alberto Chaigneau del Campo, Jorge Rodríguez Ariztía, Enrique
Cury  Urzúa,  José  Luis  Pérez  Zañartu,  Orlando  Álvarez  Hernández,
Urbano  Marín  Vallejo,  Domingo  Yurac  Soto,  Jorge  Medina  Cuevas,
Domingo Kokisch Mourgues, Milton Juica Arancibia, Srta. María Antonia
Morales Villagrán, y señores Adalis Oyarzún Miranda y Jaime Rodríguez
Espoz, acordó, informar desfavorablemente el  proyecto, en atención a
los aspectos que a continuación se expresan:

AL SEÑOR
PRESIDENTE H. CÁMARA DIPUTADOS
GABRIEL ASCENCIO MANSILLA
VALPARAÍSO.



Como  se  infiere  del  artículo  1°  del
proyecto,  sus  disposiciones  tienen  por  objeto,  prevenir  y  eliminar
todas las formas de discriminación que se ejerzan contra cualquier
persona.

Al  respecto,  debe  considerarse  que  nuestra  Carta  Fundamental  ya
establece como derecho esencial de la persona humana -en el artículo
19 N° 2- la igualdad ante la ley, asegurando que ni la ley ni autoridad
alguna  podrán  establecer  diferencias  arbitrarias.  En  dicha  norma
adicionalmente se agregó a través de una reforma constitucional, que
hombres y mujeres son iguales ante la ley. De esta forma, se regula de
algún modo la no discriminación y, frente a la amenaza, perturbación
o  privación  del  legítimo  ejercicio  de  este  derecho,  se  concede  el
recurso de protección.

En  ese  sentido,  este  tribunal  es  de
opinión que el derecho a la no discriminación está suficientemente
abordado, regulado y cautelado en el ordenamiento jurídico vigente,
por  lo  que  no  se  aprecia  la  necesidad  de  establecer  acciones
adicionales y especiales para su resguardo.

Cabe señalar  que  los Ministro  Orlando
Álvarez  Hernández,  Urbano  Marín  Vallejo,  y  Jorge  Medina  Cuevas,
concurren al acuerdo teniendo además presente que la iniciativa legal
es  incongruente  con  las  disposiciones  que  establece  el  artículo
segundo del Código el Trabajo para impedir la discriminación en el
ámbito  laboral  y  que  fueron  perfeccionadas  con  la  reforma  que
introdujo a ese precepto el N° 2 del artículo único de la Ley N° 19.759,
de 5 de octubre de 2001.

Asimismo,  expresan  que  la  falta  de
concordancia entre el proyecto con la normativa vigente no sólo se
produce en los distintos términos en que ambos describen los actos
de discriminación, sino en los diferentes tribunales que conocerían de
la materia, a través e procedimientos igualmente disímiles. En efecto,
las  infracciones  al  Código  del  Trabajo  son  de  competencia  de  los
tribunales del ramo y se sujetan al procedimiento que regula el Libro
V de este  cuerpo legal  y,  en cambio,  la  acción par  reclamar  de la
contravención de las normas del  proyecto sería  conocida por Cortes de
Apelaciones mediante el procedimiento que prevé la misma iniciativa.

Finalmente consignan que, la circunstancia
que el proyecto declare que la acción que concede es sin perjuicio de otras
acciones especiales, no resuelve la incongruencia señalada, en la medida
que  en  materia  laboral,  en  que  precisamente  hay  mayor  riesgo  de
discriminación, la iniciativa daría lugar a la existencia de dos regímenes
paralelos y diferentes para impugnarla, tanto en aspectos sustantivos como
especialmente en el plano judicial.

Se  deja  constancia  que  los  Ministros
Hernán Álvarez García, Eleodoro Ortiz Sepúlveda, José Benquis Camhi,
Enrique  Cury  Urzúa,  Milton  Juica  Arancibia,  Adalis  Oyarzún  Miranda  y



Jaime Rodríguez Espoz fueron de opinión  de acoger  favorablemente el
proyecto, por estimar que la iniciativa resultaría un complemento necesario
al derecho constitucional de la igualdad ante la ley y la prohibición que se le
impone  a  la  ley  o  cualquiera  autoridad  para  establecer  diferencias
arbitrarias.  Y  si  bien,  en  otras  oportunidades han opinado  -respecto  de
otras  acciones  o  reclamaciones- que  sería  del  caso  entregarlas  a  la
jurisdicción natural, jueces de letras, su conocimiento en primera instancia.
Sin embargo, por la importancia de los derechos en juego y su cercanía
con la acción de protección, les parece prudente lo que se propone en el
proyecto en cuanto a la competencia de una Corte de Apelaciones, aun
considerando la recarga de trabajo que ello implica para los tribunales de
justicia . Lo anterior de alguna manera se ve morigerado con la sencillez
del procedimiento establecido y la facultad que se da a esta Corte para
regular los aspectos procesales de la acción que regula el proyecto.

En todo caso los ministros referidos, dejan
constancia de los siguientes reparos al proyecto de ley:

1)  En  relación  a  la  prueba,  el  proyecto
permite a la Corte abrir un término probatorio, lo cual, según la redacción
del inciso 3° del artículo 5°, debiera decidirse al concluir la vista de la causa
Pareciera más razonable reducir el efecto inquisitivo de investigación del
mismo  tribunal  que  va  a  resolver,  en  una  fórmula  más  simple:  que  la
recepción  de  la  causa  a  prueba  fuera  decidida,  si  el  trámite  fuere
procedente,  como es lo  regular,  una vez evacuado el  informe y,  luego,
concluida la vista de la causa, se facultara al tribunal para decretar medidas
probatorias para el mejor acierto del fallo. ara una mayor eficacia, también
resulta  procedente que sea la  Corte la  que dispusiera el  tiempo de los
alegatos, sin exceder de los treinta minutos para cada parte.

2)  En  el  artículo  7°  pareciera  también
aconsejable que la apelación fuera conocida en cuenta, sin perjuicio de la
facultad de la sala de la Corte Suprema, para oír alegatos de abogados de
las partes.

3)  Como se  ha  informado en  situaciones
anteriores,  dado que se  establece una nueva acción  que provocará  un
mayor ingreso de causas en los tribunales superiores de justicia, se hace
necesario considerar un financiamiento adicional al presupuesto del Poder
Judicial, para atender esta mayor carga de trabajo.

Es todo cuanto puede informarse en torno
al proyecto de ley en examen.

Saluda atentamente a V.S.
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